
  Resumen Informe Anual dPA 2016  A debate  1514  A debate  Resumen Informe Anual dPA 2016  

Pedimos un 
programa 
para atender a 
personas presas 
en el extranjero

En Andalucía no existen 
ayudas o apoyos específicos 
a personas que cumplen 
condena en prisiones del 
extranjero. Estas acciones 
están previstas por la 
legislación estatal y otras 
Comunidades sí las han 
puesto en marcha. Hemos 
pedido que se elabore un 
programa para atender 
las graves necesidades de 
este grupo de personas.

adopción de las posibles soluciones para abordarlo 
y, especialmente, las medidas legales que regulen 
el proceso de consolidación de dicho empleo.

La necesidad de dicho plan y de la norma legal 
que de cobertura al proceso se impone ante el 
carácter excepcional en que se encuentra esta 
parcela de la acción y responsabilidad pública. 

Los planes de estabilización y consolidación 
de empleo público, como marco excepcional y 
extraordinario de los procedimientos de selec-
ción y provisión, tiene precedentes jurídicos de 
naturaleza asimilable, pudiendo citarse el propio 
de la Administración General de la Función Pública 
Andaluza de la Ley 6/1985, de de 28 de noviembre 
(disposición transitoria sexta), pero también en 
el ámbito docente universitario el caso de la Ley 
Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma 
Universitaria (pruebas de idoneidad establecidas 
en su disposición transitoria novena) y en el ámbito 
sanitario el establecido por la Ley 16/2001, de 21 
de noviembre, por la que se establece un proceso 
extraordinario de consolidación y provisión de 
plazas de personal estatutario en las Instituciones 
Sanitarias de la Seguridad Social de los Servicios 
de Salud del Sistema Nacional de Salud.

La consolidada doctrina del Tribunal Constitucio-
nal, es unánime al señalar cuáles deben ser las 
condiciones que debe de cumplir una medida 
extraordinaria como las que dichas leyes proponen, 
como son las de que se trate de una medida 
excepcional, que se realice por una sola vez y que 

dicha posibilidad esté prevista en una norma con 
rango legal.

Por otro lado, se aduce en favor de un proceso 
extraordinario de consolidación la neutralidad de 
su coste adicional, toda vez que dicha oferta de 
empleo iría referida a plazas de carácter estructural 
desempeñadas por personal en interinidad o 
eventualidad.

La circunstancia de que la Consejería competente en 
la materia se encuentre elaborando el anteproyecto 
de la futura Ley de Empleo Público de Andalucía 
(LEPA), habida cuenta de la necesidad de adecuar 
nuestro marco normativo de la función pública a los 
nuevos postulados del Estatuto Básico del Empleado 
Público, ofrece la oportunidad de incorporar, en 
dicha fase administrativa y de audiencia en las 
correspondientes mesas sectoriales, dicho proceso 
de consolidación del empleo público estructural, 
que habrá de proseguir en el obligado trámite 
parlamentario de debate y aprobación.

L os estudios que han abordado la situación no 
dudan en señalar una grave amenaza a los más 
elementales derechos humanos. Según información 

facilitada por el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, a 30 de diciembre de 2014, se encontraban 
privados de libertad en el extranjero 1.735 ciudadanos 
españoles. Otras cifras más actuales los sitúan en torno 
a las 1.500. Según fuentes de asociaciones implicadas 
en el problema, en torno a 260 serían los andaluces 
presos afectados.

Entre la pluralidad de supuestos y de historias personales, 
que no resultan difícil de imaginar, todos los estudios 
y relatos que han tratado la situación de este colectivo 
coinciden en describir unas gravísimas condiciones de 
estancia durante la privación de libertad. En su gran 
mayoría, en el 80% de los supuestos, la motivación 
del ingreso en prisión está relacionada con el tráfico 
de estupefacientes. 

Creemos que no somos injustos en describir que, 
ante estas situaciones, hay casos y casos; es decir, 
supuestos que se transforman de diferente modo a 
la hora de despertar reacciones públicas de apoyo. Y, 
precisamente, esta aparente diferencia puede llevar a 
contemplar reacciones muy distintas que merecerían 
una mejor y equitativa definición previa en relación 
con las respuestas públicas que se dispensan. Hemos 
de aceptar, por evidente, que cada caso presenta sus 
peculiaridades; pero del mismo modo, hemos de procurar 
que las respuestas públicas de ayuda que merecen 
sean ejemplo de una atención equitativa y ponderada 
que garantice un trato común y justo.
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A pesar de esta situación que 
recurrentemente presenta 
nuevos y graves casos, la 
Consejería de Igualdad y Po-
líticas Sociales nos confirma 
en su respuesta que “dentro 
del ámbito competencial 
de esta Consejería no se 
han aplicado programas o 
actuaciones específicos de 
atención, ni se han llevado 
a cabo acciones de colabo-
ración con asociaciones u 
otras entidades, dirigidos a 
atender a las personas presas 
en el extranjero”. 

Nos encontramos, pues, ante un colectivo de 
personas, no especialmente numeroso (no más de 
300 casos), que padecen las condiciones añadidas 
de severas amenazas a sus derechos más funda-
mentales. Por ello nos hemos dirigido mediante 
una resolución a las Consejerías competentes 
para pedir:

Recordatorio de los preceptos normativos señalados 
en el texto, en particular la previsión recogida en 
el artículo 5 de la Ley 40/2006 de estatuto de la 
ciudadanía española en el exterior que prevé la 
colaboración y participación de las Comunidades 
Autónomas para fijar las ayudas a personas presas 
con graves necesidades.

Recomendación, a la Consejería de Presidencia y 
Administración Local a fin de que, en sus funciones 
de superior coordinación, junto con la Consejería 
de Igualdad y Políticas Sociales y la Consejería de 
Justicia e Interior, promueva la definición de un 
programa de ayudas y asistencia para personas 
privadas de libertad en el extranjero bajo situaciones 
de grave riesgo.

Sugerencia, para que las Consejerías citadas evalúen 
las oportunidades de contar con la participación del 
movimiento asociativo y las iniciativas ciudadanas 
con experiencia en el sector para el estudio de las 
carencias singulares de la población andaluza 
afectada y el diseño de las medidas de apoyo 
adecuadas a sus necesidades.

La Consejería de Presidencia anunció que estaría 
abierta, dentro de su marco de posibilidades y 
competencias, a explorar algunos escenarios en 
los que intensificar la labor de atención a estas 
personas en situación de extrema necesidad en 
el extranjero.

“ 
No se han 

aplicado 
programas o 
actuaciones 
específicos 
de atención, 
ni se han 
llevado a cabo 
acciones de 
colaboración 
con 
asociaciones 
u otras 
entidades”

Demandamos 
la regulación 
de los aparatos 
de propulsión 
eléctrica que 
se utilizan en el 
espacio peatonal

C omo todos conocemos, mientras en distintos 
foros, web oficiales y agendas públicas se viene 
apostando, al menos formalmente, por la crea-

ción y ampliación de espacios peatonales accesibles 
en coherencia con un nuevo modelo de ciudad más 
sostenible, amigable y cercano a las necesidades de la 
población, se está produciendo, al mismo tiempo, una 
imparable ocupación, cuando no una mera usurpación, 
del espacio público peatonal por diferentes causas. 

En este contexto, estamos verificando que, cada vez 
con más frecuencia, sobre este espacio peatonal están 
apareciendo nuevos riesgos para las personas que 
transitan por él, como son los derivados de la incor-
poración de “medios de transporte” de uso individual.

Así las cosas, es difícil entender la permisividad con 
que, sin una regularización que garantice el respeto 
de los derechos e intereses legítimos de las personas 
que transitan por los distintos viarios peatonales, se 
admite el uso de estos medios o aparatos motorizados 
de transporte de personas que no están sometidos a 
regulación alguna en la normativa estatal o autonómica. 
El Reglamento General de Circulación (Real Decreto 
1428/2003, de 21 de noviembre), en su art. 121 establece 
que «Los que utilicen monopatines, patines o aparatos 
similares no podrán circular por la calzada, salvo que 
se trate de zonas, vías o partes de éstas que les estén 
especialmente destinadas, y sólo podrán circular a paso 
de persona por las aceras o por las calles residenciales 
debidamente señalizadas con la señal regulada en el 
artículo 159, sin que en ningún caso se permita que 
sean arrastrados por otros vehículos».
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